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El conflicto armado en Colombia ha sido una constante durante los últimos 
sesenta años, donde distintos actores armados han tenido incidencia en él, 
afectando al País en todas sus esferas. En un Estado como Colombia en donde 
han existido vulneraciones de manera frecuente de los derechos humanos, la 
comprensión del impacto de las mismas y la responsabilidad de quienes podrían 
considerarse desde diversas perspectivas como presuntos determinadores de las 
mismas, indicaría el cómo tomar las acciones en busca de la tan anhelada paz. La 
doctrina, la jurisprudencia y la ley en el contexto internacional ha sido clara 
respecto de la forma de interpretación y aplicación de la denominada 
responsabilidad del mando RdM consagrada en el artículo 28 del Estatuto de 
Roma, postulados que fueron desconocidos en la Jurisdicción Especial para la 
Paz JEP, en lo relativo a contemplar el mencionado tipo de responsabilidad 
exclusivamente para los miembros de la Fuerza Pública, sin que ésta pueda 
predicarse de las conductas desplegadas por los Comandantes de las llamadas en 
su momento Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), suscitando 
debate sobre modificaciones, adecuaciones o reestructuraciones en el quehacer 




The armed conflict in Colombia has been a constant during the last sixty years; 
where different armed forces have had affecting the development of the nation, 
affecting the country in all its spheres.  In a Nation like Colombia, where the 
violation of the human rights have been a constant denominator; understanding the 
impact of those actions and the responsibility of those who could be considered 
from different perspectives as presumed determinants of the same, would help in 
the search for the best alternatives and approach to the problem and how to take 
action to find the long-sought peace. The literature and jurisprudence that 
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addresses command responsibility have been clear as how it should be interpret it 
and it is shown, among other sources, from International Humanitarian Law (IHR) 
to The Rome Statute in its Article 28. However , that is very different from what it is 
stated in the JEP(Special Jurisdiction for Peace), which only contemplates such 
responsibility towards the public forces, without addressing the conducts of the 
Commanders in charge of the called   Revolutionary Armed Forces( FARC); raising  
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La historia de Colombia a lo largo del tiempo, ha estado enmarcada en una serie 
de conflictos y violencia, que han traído consigo consecuencias, algunas 
irreparables; durante los últimos sesenta años, el conflicto interno armado con las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y otros actores armados, 
ha dejado millones de víctimas, según el RUV (Registro, único de víctimas)1, una 
serie de atentados y afectaciones tanto en la zona urbana como rural de 
Colombia, en efecto, detrás de todos estos acontecimientos existen responsables, 
mentes y voluntades que fueron artífices de las atrocidades de la guerra, de su 
barbarie y crueldad.   
 
Bajo un contexto histórico enmarcado de barbarie y dolor producto de la guerra, en 
el año 2012 en durante el mandato del ex Presidente Juan Manuel Santos 
Calderón , se trazó el objetivo de la construcción de “una paz estable y duradera”, 
por lo cuál se iniciaron los diálogos de paz en septiembre del 2012, en la Habana, 
Cuba, con el respectivo equipo negociador, proceso que tardó alrededor de cuatro 
años, culminando en septiembre del año 2016 con la firma del “acuerdo final para 
la terminación del conflicto armado en Colombia”, finalmente pasó por el plebiscito 
refrendatorio por la paz, a lo cual el pueblo votó no estar de acuerdo, sin embargo, 
posterior a esto se realizaron ajustes para su implementación, con la respectiva 
vigilancia internacional. En efecto, se crearon mecanismos como la Justicia 
Especial para la Paz (JEP) y la comisión de la verdad, en donde se evidencia que 
no existe la figura de responsabilidad del mando para los comandantes de las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC).  
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En consecuencia, a lo anterior, en el presente texto, se plantea la responsabilidad 
que los comandantes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC) tienen frente a las Infracciones al Derecho Internacional Humanitario (DIH) 
y de cara a las violaciones del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
(DIDH) que cometieron sus subalternos en desarrollo del conflicto armado 
colombiano en donde desde una primera instancia a la luz del Estatuto de Roma, 
la legislación del Estado Colombiano, los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario, se expondrán las masivas infracciones y violaciones 
que existieron a estos en el escenario de la guerra, perpetrados por las FARC, las 
cuales contaban con la capacidad de sostener operaciones militares, con una 
organización y jerarquía, con un mando responsable, donde existían comandantes 
y superiores, quienes eran los encargados de emitir las órdenes para cometer las 
respectivas acciones delictivas y tenían bajo su mando a subalternos que 
acataban y cumplían dichas ordenes; por lo cual debe ser aplicada la figura  de la 
Responsabilidad del Mando para los miembros de las FARC, contemplada en el 
Estatuto de Roma y así investigar, juzgar y sancionar aquellas acciones delictivas 
y violentas cometidas por estos  en el marco del conflicto armado colombiano, por 
medio de la cual se juzgan a los altos mandos, incluso si estos afirmasen que no 
tenían conocimiento de las acciones realizadas por sus subalternos en sus zonas 
o regiones de responsabilidad, pues, en su cargo de comandante o jefe, recae el 
peso de la ley por lo cometido, pues es su “deber” tener el conocimiento y control 
de todo aquello que se realiza bajo su mando y responsabilidad.  
 
En una segunda instancia, en el presente escrito el lector podrá encontrar la 
explicación detallada del porqué resulta necesario la aplicación de la RdM para los 
altos mandos de las FARC, realizando una contextualización histórica de los 
hechos atroces cometidos, todos ellos, violaciones al DIDH e infracciones al DIH. 
 
Posteriormente, en una tercera instancia a la luz de la JEP se expondrá la 
Responsabilidad de Altos mandos y en efecto, el eje de la problemática expuesta 
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en el presente texto, y es que en la JEP no se encuentra contemplada la RdM 
para las FARC, con base en ello se plantea la pregunta de investigación ¿Cuál es 
la responsabilidad de los comandantes de las Fuerzas Armadas Revolucionaras 
de Colombia (FARC) respecto de las violaciones del derecho internacional de los 
derechos humanos y las infracciones al derecho internacional humanitario que 
cometieron sus subalternos en el conflicto armado colombiano?. 
 
En conformidad al plan de trabajo se partirá desde el análisis de la responsabilidad 
superior, y en concordancia con ello, la responsabilidad de los superiores militares 
o civiles de cara al Estatuto de Roma realizando un abordaje de las respectivas 
sentencias, seguido de la responsabilidad del mando para los miembros de la 
Fuerza Pública Colombiana conforme a la Justicia Especial para La Paz, de qué 
manera deben responder ante la justicia y finalmente se analizará si la aplicación 
figura de la responsabilidad del mando es necesaria de cara a los miembros de las 
FARC, indagando en torno a ello e identificando las diferentes corrientes a favor y 
en contra a la luz de la normativa nacional e internacional para concluir que esta 
figura debe implementarse para todos los actores armados del conflicto en la 
Jurisdicción Especial para la Paz y de este modo lograr que esta justicia 














1. RESPONSABILIDAD DEL SUPERIOR 
 
En el Desarrollo del conflicto armado de carácter no internacional, que ha vivido 
Colombia, se han visto involucrados varios actores, entre ellos los miembros de la 
extinta guerrilla que se autodenominaba Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC) las cuales son un movimiento revolucionario de carácter político 
militar nacido en el año de 1964 en las montañas del sur del departamento del 
Tolima. Dentro de su organización interna estaba el Estado Mayor Central (EMC) 
que era el organismo superior de dirección y mando, en todos sus escalones. Sus 
acuerdos, órdenes y determinaciones obligaban a todo el movimiento y a todos 
sus integrantes.  
 
El Estado Mayor Central estuvo integrado por 30 miembros y era el organismo 
superior de dirección y mando. Nombraba al Secretariado, ajustaba los planes de 
la conferencia, tomaba las decisiones financieras y designaba a los comandantes 
de Estado Mayor de Frentes y de Bloques. Así mismo, el Secretariado del Estado 
Mayor Central estaba integrado por siete comandantes y era la máxima autoridad 
entre pleno y pleno del Estado Mayor Central. Por ser una organización 
necesitaba tener un alto mando que eran los encargados de organizar y planificar 
todas las acciones del grupo2. 
 
Para engrosar sus líneas tenían como modalidad sistemática el reclutamiento 
forzado de menores, dentro de las formas de financiarse estaban los secuestros 
extorsivos, como técnica para hacer frente a la embestida militar del Estado, 
además de las luchas en franca lid, practicaban el secuestro de miembros de la 
Fuerza Pública, el cual la mayoría de las veces se prolongaba por años y hasta 
décadas, así mismo como medios y métodos de guerra practicaron 
                                                          
2 FARC, quienes somos y por qué luchamos (en línea), disponible en www.farc-ep.co/nosotros.html 
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sistemáticamente la siembra de minas antipersonal, las cuales al ser activadas 
producen fundamentalmente la mutilación de genitales y extremidades inferiores. 
 
Todas estas conductas están consagradas en su mayoría como delitos en el 
Artículo 5° del Estatuto de Roma3, dentro de ellos los denominados delitos de lesa 
humanidad y los crímenes de guerra. En los de lesa humanidad están: Art 17.1.g) 
La violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 
esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad 
comparable4. Que era otra conducta cometida de manera sistemática y recurrente 
al interior de las FARC en la cual obligaban a las mujeres de sus filas a abortar y a 
tener relaciones sexuales no consentidas con comandantes y cabecillas de la 
organización.  
 
De igual manera muchas de sus conductas se encuentran enmarcadas dentro de 
los denominados crímenes de guerra, los cuales se encuentran tipificados en el 
mismo estatuto, así: Art. 8.2.a.iii) El hecho de causar deliberadamente grandes 
sufrimientos o de atentar gravemente contra la integridad física o la salud5. En 
esta práctica incurrió la guerrilla de las FARC, mediante la siembra sistemática de 
minas antipersonal llamadas también “quiebra patas” a todo lo largo y ancho de 
nuestra geografía, de las cuales han sido víctimas, tanto civiles como miembros de 
la Fuerza Pública, así como del delito consagrado en el articulo 8.2.b.xxvi) ibidem 
Reclutar o alistar a niños menores de 15 años en las fuerzas armadas nacionales 
o utilizarlos para participar activamente en las hostilidades. Práctica sistemática de 
la guerrilla de las FARC. 
                                                          
3 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Articulo 5°. Roma, 17 de julio de 1998, (en 
línea), disponible en: http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute%28s%29.pdf 
4 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Articulo 17.1.g). Roma, 17 de julio de 1998, (en 
línea), disponible en: http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute%28s%29.pdf 
5 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Articulo 8.2.a.iii). Roma, 17 de julio de 1998, 




Tenemos claro entonces que había al interior de esta organización un mando 
responsable de la toma de decisiones, quienes emitían órdenes a sus subalternos 
y que por conducto de estos se cometieron infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario (DIH). Sin embargo debemos determinar en primera medida si a los 
miembro de la guerrilla de las FARC les correspondía respetar y acatar las normas  
y reglas del Derecho Internacional Humanitario en su calidad de actor del conflicto, 
para esto es preciso desarrollar el concepto de Grupo Armado Organizado, el cual 
fue definido por el Comité Internacional de la Cruz Roja CICR en Derecho 
Internacional Humanitario (2005)6, de la siguiente manera: En el conflicto armado 
no internacional se enfrentan, en el territorio de un Estado, las fuerzas armadas 
regulares con grupos armados identificables, o grupos armados entre sí. Para que 
un conflicto armado no internacional sea reconocido como tal, los combates 
revestirán cierta intensidad y se prolongarán durante cierto tiempo. 
 
No quedando duda alguna de la condición de Grupo Armado Organizado de las 
FARC, en segunda medida el mismo CICR con relación a la responsabilidad de 
los superiores y la responsabilidad por omisión, indicó: “En el derecho 
internacional humanitario (DIH) se estipula un sistema de represión de las 
violaciones de esta rama del derecho. Dicho sistema se basa en la 
responsabilidad penal individual de los autores de esas violaciones. Cabe señalar 
que éstas también se pueden cometer por omisión. En situaciones de conflicto 
armado, las fuerzas o grupos armados, por lo general, están bajo un mando 
responsable de la conducta de sus subordinados. A fin de que el sistema de 
represión sea eficaz, ha de imputarse la responsabilidad individual a los superiores 
cuando no hayan tomado las medidas adecuadas para impedir que sus 
subordinados cometan violaciones graves del derecho internacional humanitario. 
                                                          




Los Estados deben incorporar el castigo para los superiores por omisión en su 
legislación interna”. 7 
 
Teniendo claro entonces, dos aspectos fundamentales, el primero de ellos que las 
FARC fueron un grupo armado organizado y el segundo que les correspondía 
durante su lucha armada acatar las normas y reglas del Derecho Internacional 
Humanitario. Para a partir de estas dos premisas, poder concluir si los Cabecillas 
de esta organización son penalmente responsables o no, por las Infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario y las violaciones al Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos cometidos por el personal bajo su mando.  
 
2. RESPONSABILIDAD DE LOS SUPERIORES MILITARES O CIVILES DE 
CARA AL ESTATUTO DE ROMA 
 
El Estatuto de Roma empieza a regir en Colombia a partir del primero (1°) de 
noviembre del año 2002, tratado internacional el cual fue aprobado por el 
Congreso mediante Ley 742 del 5 de junio de 2002, y fue declarado exequible por 
la Corte Constitucional mediante Sentencia C-578 del 30 de julio del mismo año, el 
cual en su articulo 5° indica que son crímenes de competencia de la Corte Penal 
Internacional los crímenes de genocidio, lesa humanidad, crímenes de guerra y 
crimen de agresión8. Respecto de los cuales los crímenes de guerra con base en 
la Disposición Transitoria consagrada en el articulo 124 ER9 a la cual se acogió 
                                                          
7 ICRC, La responsabilidad de los superiores y la responsabilidad por omisión, (en línea), 
disponible en https://www.icrc.org/spa/assets/files/2014/command-responsibility-icrc-spa.pdf 
8 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Articulo 5°. Roma, 17 de julio de 1998, (en 
línea), disponible en: http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute%28s%29.pdf 
9 Artículo 124 “Disposición de Transición. No obstante lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del artículo 
12, un Estado, al hacerse parte en el presente Estatuto, podrá declarar que, durante un período de 
siete años contados a partir de la fecha en que el Estatuto entre en vigor a su respecto, no 
aceptará la competencia de la Corte sobre la categoría de crímenes a que se hace referencia en el 
artículo 8 cuando se denuncie la comisión de uno de esos crímenes por sus nacionales o en su 
territorio. La declaración formulada de conformidad con el presente artículo podrá ser retirada en 
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Colombia no podían ser conocidos hasta el 1° de noviembre de 2009. El artículo 
2810 del Estatuto de roma, establece la responsabilidad del superior militar y civil, 
desde la modalidad dolosa y culposa. 
 
La responsabilidad del superior civil tiene su desarrollo en el Derecho Internacional 
desde los primeros Tribunales Militares, como es el caso del general Yamashita en 
la comisión militar de Estados Unidos o el almirante Toyoda en el Tribunal militar 
de crímenes de guerra en Tokio. Así pues, a medida que se ha ido desarrollando 
la responsabilidad penal internacional de carácter individual, esta figura se fue 
fortaleciendo y aplicando en los Estatutos ad hoc del Consejo de Seguridad como 
en el Estatuto de Roma, que reconocen la responsabilidad del superior como una 
causal de responsabilidad penal. 
 
Para acercarnos a la forma en que la responsabilidad del superior se aplicará en 
Colombia, es preciso exponer en qué consiste la teoría y cuáles son sus 
elementos. En tal sentido es preciso indicar que la responsabilidad del superior no 
                                                                                                                                                                                 
cualquier momento. Lo dispuesto en el presente artículo será reconsiderado en la Conferencia de 
Revisión que se convoque de conformidad con el párrafo 1 del artículo 123. 
10Responsabilidad de los jefes y otros superiores. Además de otras causales de responsabilidad 
penal de conformidad con el presente Estatuto por crímenes de la competencia de la Corte:  
a) El jefe militar o el que actúe efectivamente como jefe militar será penalmente responsable por 
los crímenes de la competencia de la Corte que hubieren sido cometidos por fuerzas bajo su 
mando y control efectivo, o su autoridad y control efectivo, según sea el caso, en razón de no 
haber ejercido un control apropiado sobre esas fuerzas cuando:  
i) Hubiere sabido o, en razón de las circunstancias del momento, hubiere debido saber que las 
fuerzas estaban cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos; y  
ii) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o 
reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los 
efectos de su investigación y enjuiciamiento.  
b) En lo que respecta a las relaciones entre superior y subordinado distintas de las señaladas en el 
apartado a), el superior será penalmente responsable por los crímenes de la competencia de la 
Corte que hubieren sido cometidos por subordinados bajo su autoridad y control efectivo, en razón 
de no haber ejercido un control apropiado sobre esos subordinados, cuando:  
i) Hubiere tenido conocimiento o deliberadamente hubiere hecho caso omiso de información que 
indicase claramente que los subordinados estaban cometiendo esos crímenes o se proponían 
cometerlos;  
ii) Los crímenes guardaren relación con actividades bajo su responsabilidad y control efectivo; y  
iii) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o 
reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los 
efectos de su investigación y enjuiciamiento. 
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conlleva necesariamente a la responsabilidad por emitir una orden o cometer una 
conducta punible, en lo que consiste es en la premisa bajo la cual, es responsable 
de las conductas que cometen las tropas cuando se dan los elementos que 
desarrollaremos más adelante, aclarando que la responsabilidad del superior no 
es por acción sino por omisión y cuando esta no pueda fundamentarse de cara a 
lo mencionado, se determinará si la conducta corresponde a la descrito en el 
artículo 28 del Estatuto Roma11. Sin que esto signifique que las tropas quedan 
excluidas de responsabilidad, la modalidad de responsabilidad de estos casos de 
cara al Estatuto de Roma son las propias del derecho interno como son la autoría, 
la coautoría, la autoría mediata, la complicidad y el encubrimiento en virtud del 
artículo 2512 de la citada normatividad13. 
 
Los elementos para determinar la responsabilidad del superior civil se han 
desarrollado con base en la de la responsabilidad del superior militar y está 
compuesta por tres elementos:  
 
a) Relación de subordinación 
 
Ésta debe existir entre el superior y el subordinado que comete la conducta 
criminal. Siendo el elemento fundamental la relación jerárquica, la cual ha sido 
definida por la jurisprudencia de los Tribunales Penales Internacionales como el, 
                                                          
11 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Articulo 28. Roma, 17 de julio de 1998, (en 
línea), disponible en: http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute%28s%29.pdf 
12 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Articulo 25. Roma, 17 de julio de 1998, (en 
línea), disponible en: http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute%28s%29.pdf 
13 Rúgeles Andrea, La responsabilidad del Superior en el Estatuto de Roma y en Colombia. 





control efectivo que se traduce en la “habilidad material, para prevenir o castigar la 
conducta criminal, como sea que se ejerza dicho control”14. 
 
Control efectivo que se da de dos modalidades de iure o de facto. La cual en virtud 
del Estatuto de Roma y la jurisprudencia internacional, abre la posibilidad de 
reconocer que el superior que de facto tenga el poder de emitir órdenes y hacerlas 
cumplir, puede incurrir en esta responsabilidad siempre y cuando se den los 
demás elementos. Es decir que no es necesario que esta potestad le haya sido 
conferida dentro del marco de la legalidad. 
b) Conocimiento real o debido  
 
Teniendo en cuenta que la teoría de la responsabilidad del superior no comulga 
con la responsabilidad objetiva, Éste es un elemento de tipo subjetivo el cual se 
constituye en un presupuesto indispensable, y consiste en que el superior tuviera 
el conocimiento de los crímenes que pretendían cometer las tropas bajo su 
mando, para poder hablar de responsabilidad penal.  
 
En tal sentido de cara al Estatuto de Roma el conocimiento debe ser real 
HUBIERE SABIDO es decir que el superior realmente tenía conocimiento de los 
crímenes que estaban cometiendo sus tropas o que pretendían cometer. O 
HUBIERE DEBIDO SABER – EN RAZÓN A LAS CIRCUNSTANCIAS DEL 
MOMENTO es decir que el superior debía saber lo que estaban haciendo sus 
tropas. Lo que se ha denominado en el artículo 30 del Estatuto de Roma como 
                                                          
14 Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia; Sala de Apelaciones; Caso Prosecutor 
v. Zejnil Delalic, Zdravko Mucic, Hazim Delic y Esad Landzo (Celebici case); Sentencia de 
apelación; 20 de febrero de 2001; párrafo 196. Caso No. IT-96-21-A; donde la Sala de apelaciones 
reconoce este fundamento de responsabilidad afirmando “… la Sala de Apelaciones no considera 
que la regla sea controversial que los superiores civiles puedan incurrir en responsabilidad en 
relación con los actos cometidos por sus subordinados u otras personas bajo su control efectivo”. 





elemento de intencionalidad15, el cual es el conocimiento real, que es por 
definición la regla general que se aplica para la modalidad mediante la cual se 
cometen los crímenes de competencia de la Corte Penal Internacional, es decir el 
Dolo, sin embargo por excepción con base en el mencionado artículo del Estatuto 
también se admite la Culpa como modalidad de comisión de la conducta criminal, 
materializándose esta excepción por ejemplo en el HUBIERE DEBIDO SABER. 
 
Ahora bien TENER RAZONES PARA SABER según la jurisprudencia 
internacional, significa que el superior “tenga en su posesión información de tal 
naturaleza, que por lo menos, lo ponga en conocimiento del riesgo de (que 
sucedan) tales ofensas al indicar la necesidad de realizar una investigación 
adicional para determinar si esos crímenes fueron cometidos o van a ser 
cometidos por sus subordinados”16, de igual manera la Sala de Apelaciones  indica 
que la expresión TENER RAZONES PARA SABER  tiene similar significado a la 
expresión TENER INFORMACIÓN QUE PERMITA CONCLUIR contemplada en el 
Protocolo Adicional I a los Convenios de Ginebra, lo que conlleva a que al superior 
se le podrá endilgar responsabilidad bajo este supuesto cuando contando con 
información o teniéndola a su alcance, que permita inferir sobre posibles crímenes 
cometidos por sus subordinados, no toma las medidas necesarias y razonables 
para impedir o reprimir la comisión de éstos crímenes. En tal virtud la Sala de 
Apelaciones afirma que se presume el conocimiento del superior. Además, que 
como hasta el momento la Corte Penal Internacional no ha emitido un fallo, no se 
ha podido dimensionar el alcance de la expresión en el Estatuto de Roma, no 
                                                          
15 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, Art. 30, 17 de julio de 1998, (en línea) 
disponible en http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute%28s%29.pdf 
16 Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia; Sala de Primera Instancia; Caso 
Prosecutor v. Zejnil Delalic, Zdravko Mucic, Hazim Delic y Esad Landzo (Celebici case); Sentencia 







obstante, se puede decir con base en lo dicho que la expresión TENER RAZONES 
PARA SABER podría llegar a abarcar situaciones distintas.17  
 
c) No tomar las medidas necesarias y razonables a su alcance  
 
Aquí se establece que el superior omite tomar las medidas necesarias y 
razonables a su alcance para prevenir o reprimir las conductas criminales 
cometidas por sus subordinados o para poner el asunto en conocimiento de las 
autoridades competentes.  En este caso se debe tener en cuenta dos aspectos 
relevantes: al superior no se le podrá exigir tomar medidas que de acuerdo con las 
circunstancias no tenía la posibilidad de tomar; exclusivamente se le exigirá tomar 
medidas que sean las adecuadas para lograr los fines mencionados y que 
físicamente pudiera realizar.  
 
Estas medidas serán de tipo preventivo cuando las tome antes de la comisión de 
las conductas criminales o de tipo represivo cuando ya las conductas criminales se 
han cometido. Siendo preciso aclarar que si el superior teniendo el conocimiento 
real o debido de las conductas a cometerse o cometidas por sus subordinados, no 
tomare las medidas preventivas necesarias y razonables que tenga la posibilidad 
de tomar, aunque con posterioridad tome las medidas preventivas, incurrirá en 
responsabilidad conforme lo establece el artículo 28 del Estatuto Roma18.    
 
 
                                                          
17 Rúgeles Andrea, La responsabilidad del Superior en el Estatuto de Roma y en Colombia. 
En: Estudios en Seguridad y Defensa. 2010, no. 1, pp. 44. 
18 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, Art. 28, 17 de julio de 1998, (en línea) 




2.1 RESPONSABILIDAD DEL SUPERIOR CIVIL EN EL ESTATUTO DE 
ROMA 
 
Ahora bien, el mismo Estatuto de Roma establece los elementos para los casos de 
la responsabilidad del superior civil, dentro de los cuales se encuentran presentes 
los anteriormente mencionados, pero con ciertas características. 
 
a) Relación de subordinación 
 
Aquí también debe estar presente esta relación caracterizada por un control 
efectivo como anteriormente se indicó, sin embargo, en virtud del artículo 28.2 del 
Estatuto de Roma, aquí en lugar de hablar de MANDO y control efectivo, se refiere 
a AUTORIDAD y control efectivo, denotando en el primer caso un concepto de 




Dentro de las mayores diferencias entre las características que estructuran la 
responsabilidad del superior militar y el superior civil, es el elemento subjetivo. 
Debido a que el superior civil solo podrá ser encontrado responsable cuando su 
omisión sea dolosa, es decir HABER TENIDO CONOCIMIENTO O 
DELIBERADAMENTE HABER HECHO CASO OMISO DE INFORMACIÓN QUE 
INDICASE CLARAMENTE de la comisión de las conductas criminales cometidas 
por sus subordinados o que pretendían cometer. Aquí la información que tiene a 
su alcance el superior civil debe ser absolutamente clara con relación a la 
conducta criminal de sus subordinados y no podrá ser declarado responsable si la 
información que posee infiere únicamente un riesgo, a diferencia de la 





c) Relación de los crímenes con las actividades bajo la autoridad y control 
efectivo del superior. 
 
El Estatuto de Roma delimita claramente las condiciones en las cuales el superior 
civil será responsable de cara a esta teoría. Esto en virtud del reconocimiento por 
parte de los negociadores en Roma de las diferencias que existen entre una 
organización de naturaleza civil y una de tipo castrense, en aspectos como 
obediencia, disciplina, mando y jerarquía, en este orden de ideas el superior civil 
solo está llamado a responder penalmente por las conductas criminales cometidas 
por sus subalternos dentro del ámbito especial y temporal al que se restringe su 
autoridad y control efectivo. Sin embargo, en cuanto a no tomar las medidas 
necesarias y razonables a su alcance: este elemento se aplica de igual manera 
tanto para superiores militares como civiles19.  
 
3. RESPONSABILIDAD DE LOS SUPERIORES MILITARES EN COLOMBIA 
CONFORME A LA JUSTICIA ESPECIAL PARA LA PAZ (JEP) 
 
Previo a iniciar el desarrollo de la presente temática debemos dejar claro que los 
comandantes de las extintas FARC se encuentran dentro de la categoría de 
Superior Militar, en virtud de la sentencia de la Corte Constitucional C 801 de 
200920 mediante la cual se hace el control de constitucionalidad de reglas de 
procedimiento y prueba y los elementos de la corte penal internacional. Donde se 
indicó que el artículo 28 del Estatuto de Roma se ocupa de una parte de la 
responsabilidad de los jefes militares, ya sea de un ejército irregular o de un grupo 
armado irregular.  
                                                          
19 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, Art. 28, 17 de julio de 1998, (en línea) 
disponible en http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute%28s%29.pdf 
20 Corte Constitucional, Sentencia C-801 DE 2009, M.P.: GABRIEL EDUARDO MENDOZA 




Siendo preciso indicar que la figura de la denominada Responsabilidad del Mando 
(RDM) en la reformar constitucional21 que incorpora la Jurisdicción Especial para 
la Paz (JEP) no la consideramos enmarcada dentro del Derecho Internacional o 
ajustada a los estándares internacionales como se evidenciará al desarrollar éste 
titulo.  Es así que en el presente trabajo investigativo se encontró que la RDM es 
una figura mediante la cual se establece que un superior militar o civil debe 
responder por los crímenes cometidos por el personal bajo su mando o por sus 
subalternos y qué elementos deben estar presentes en uno u otro caso según la 
calidad que ostente el superior al momento de los hechos.  
 
La lógica que gobierna esta figura tiene dos propósitos, el primero de ellos evitar 
que los Ejércitos legales o irregulares cometan crímenes de guerra, mediante la 
imposición de la obligación de los comandantes o superiores de prevenir la 
comisión de estas conductas atroces o habiéndose cometido, sancionarlas. Y 
segundo que se debe castigar penalmente a aquel superior militar o civil que omita 
gravemente su deber de prevención o sanción, debido a que esta omisión permitió 
la comisión de crímenes de guerra. 
 
La Figura de la RDM no es una figura creada por el Artículo 28 del Estatuto de 
Roma22, existe desde hace ya varias décadas ya que está expresamente definida 
en el Artículo 8623 del Protocolo 1 adicional a los convenios de Ginebra. Ni 
                                                          
21 Acto Legislativo 01 de 2017, 1 de abril de 2017, (en línea), disponible en: 
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%20N%C2%B0%2001%
20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf 
22 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, Art. 28, 17 de julio de 1998, (en línea) 
disponible en http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute%28s%29.pdf 
23 Artículo 86: Omisiones 
1. Las Altas Partes contratantes y las Partes en conflicto deberán reprimir las infracciones graves y 
adoptar las medidas necesarias para hacer que cesen todas las demás infracciones de los 
Convenios o del presente Protocolo que resulten del incumplimiento de un deber de actuar. 
2. El hecho de que la infracción de los Convenios o del presente Protocolo haya sido cometida por 
un subordinado no exime de responsabilidad penal o disciplinaria, según el caso, a sus superiores, 
22 
 
tampoco es una figura creada para endilgar responsabilidad a los Superiores 
Militares de manera discriminada por el simple hecho de ser comandantes de 
quienes cometieron atrocidades, esta figura va dirigida exclusivamente a aquellos 
superiores que incurrieron en acciones u omisiones graves que permitieron que 
personal bajo su mando o subalterno cometiera crímenes atroces o sabiendo de la 
comisión de estos no los sancionó. Para ello el Derecho Internacional ha 
establecido unos elementos para que se pueda edificar la responsabilidad del 
Mando llámese civil o militar como ya se ha dicho en el presente escrito. Estos 
requisitos a groso modo son: i) tenga conocimiento de las atrocidades de sus 
subalternos, ii) goce de mando efectivo sobre ellos, y iii) deje de tomar las 
medidas razonables y necesarias para prevenir o sancionar esas conductas24.  
 
Los cuales fueron previstos por la mencionada reforma constitucional 
específicamente en el artículo 24 transitorio del Acto Legislativo del 01 de 2017, de 
la siguiente forma: a. Que la conducta o las conductas punibles hayan sido 
cometidas dentro del área de responsabilidad asignada a la unidad bajo su mando 
según el nivel correspondiente y que tengan relación con actividades bajo su 
responsabilidad; b. Que el superior tenga la capacidad legal y material de emitir 
órdenes, de modificarlas o de hacerlas cumplir; c. Que el superior tenga la 
capacidad efectiva de desarrollar y ejecutar operaciones dentro del área donde se 
cometieron los hechos punibles, conforme al nivel de mando correspondiente; y d. 
Que el superior tenga la capacidad material y directa de tomar las medidas 
adecuadas para evitar o reprimir la conducta o las conductas punibles de sus 
                                                                                                                                                                                 
si éstos sabían o poseían información que les permitiera concluir, en las circunstancias del 
momento, que ese subordinado estaba cometiendo o iba a cometer tal infracción y si no tomaron 
todas las medidas factibles que estuvieran a su alcance para impedir o reprimir esa infracción. 
24 ICRC, La responsabilidad de los superiores y la responsabilidad por omisión, (en línea), 
disponible en https://www.icrc.org/spa/assets/files/2014/command-responsibility-icrc-spa.pdf 
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subordinados, siempre y cuando haya de su parte conocimiento actual o 
actualizable de su comisión25. 
  
Dos de los mencionados requisitos se distancian de lo prescrito por el Derecho 
Internacional. Debido a que allí se indica de cara a la Responsabilidad en el 
Mando que “La determinación de la responsabilidad del mando no podrá fundarse 
exclusivamente en el rango, la jerarquía o el ámbito de jurisdicción. La 
responsabilidad de los miembros de la Fuerza Pública por los actos de sus 
subordinados deberá fundarse en (…) el conocimiento basado en la información a 
su disposición antes, durante, o después de la realización de la respectiva 
conducta”26, limitando así este tipo de responsabilidad del Mando a los miembros 
de la Fuerza Pública, contrariando el alcance dado al Estatuto de Roma en la 
sentencia C801 de 2009 de la Corte Constitucional Colombiana27.   
 
La reforma está dirigida a señalar que el superior solo entraría a responder si se 
logra establecer que sabía o tenía un conocimiento efectivo de la comisión de las 
conductas criminales de sus subalternos. Desconociendo la figura de 
“conocimiento inferido” 28 predicada por el derecho internacional. Que se da 
cuando no logra probarse que el superior sabía de la comisión de las conductas 
criminales de sus subalternos, pero logra demostrarse con base en el contexto 
que se desarrollaron los hechos y la información disponible que el superior debía 
haber inferido que se estaban cometiendo estas atrocidades. Por lo cual también 
                                                          
25 Acto Legislativo 01 de 2017, 1 de abril de 2017, (en línea), disponible en: 
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%20N%C2%B0%2001%
20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf 
26 Acto Legislativo 01 de 2017, 1 de abril de 2017, articulo 24° transitorio (en línea), disponible en: 
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%20N%C2%B0%2001%
20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf 
27 Corte Constitucional, Sentencia C-801 DE 2009, M.P.: GABRIEL EDUARDO MENDOZA 
MARTELO, 26 de noviembre de 2009.  
28 ICRC, La responsabilidad de los superiores y la responsabilidad por omisión, (en línea), 
disponible en https://www.icrc.org/spa/assets/files/2014/command-responsibility-icrc-spa.pdf 
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está llamado a responder por el solo hecho de haber sido omisivo de manera 
dolosa. 
 
Esta figura de conocimiento inferido29 fue aplicada en la condena contra Mucic´ 
por parte del Tribunal Penal de la Antigua Yugoslavia30, donde se afirmó que este 
comandante supo o tenía razones para saber que las tropas bajo su mando 
estaban cometiendo crímenes en la cárcel de Celebici de la cual era Comandante, 
donde se pudo establecer que Mucic´ conoció o incluso en ciertas ocasiones 
presenció algunas atrocidades en Celebici, agregando el Tribunal que en todo 
caso era culpable, debido a que allí los crímenes fueron tan evidentes y 
frecuentes, que no era posible que Mucic quien era el Comandante no supiera o 
escuchara de ellos31.  
 
Ahora bien la existencia del control efectivo por parte de los superiores sobre sus 
subalternos es un aspecto que se establece probatoriamente, determinando 
fácticamente si le era posible físicamente al superior prevenir el crimen cometido 
por sus subalternos. Éste se constituye en el punto determinante a probar, para lo 
cual pueden tener en cuenta elementos formales como si el superior jurídicamente 
tenía la potestad de emitir órdenes a sus subalternos, sin embargo, en el Derecho 
Internacional no existen requisitos formales que tengan que ser cumplidos 
obligatoriamente. Ni siquiera se requiere que el superior sea legalmente el jefe del 
subalterno. Si fácticamente ejerce como superior y tiene la capacidad de evitar 
                                                          
29 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, Art. 28, 17 de julio de 1998, (en línea) 
disponible en http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute%28s%29.pdf 
30 Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia; Sala de Primera Instancia; Caso 
Prosecutor v. Zejnil Delalic, Zdravko Mucic, Hazim Delic y Esad Landzo (Celebici case); Sentencia 
de primera instancia; 16 de noviembre de 1998;  Caso No. IT-96-21-T. (en línea) disponible en: 
https://www.cejil.org/sites/default/files/legacy_files/V.%20Tribunal%20Penal%20Internacional%20p
ara%20la%20Ex%20Yugoslavia_1.pdf. 
31 Uprimny Rodrigo, Responsabilidad del mando y JEP: un debate complejo y polarizado. 27 de 




que el subordinado cometa conductas punibles, entonces se establece la 
existencia de un control efectivo. Un ejemplo de esto se dio en la mencionada 
condena por el Tribunal de la ex Yugoslavia a Zdravko Mucic´ en donde a pesar 
que Mucic no fue nombrado legalmente como comandante de esta prisión se pudo 
establecer por parte del Tribunal mediante evidencia empírica que él ejercía un 
control efectivo sobre los subalternos que cometieron las atrocidades, que ejercía 
mando sobre ellos y que pudo haber evitado la comisión de los punibles en la 
prisión de Celebici.   
 
En contra posición de lo anteriormente mencionado la reforma constitucional que 
incorpora la JEP a la Carta Política, establece que deben concurrir cuatro 
elementos formales y de facto para hablarse de control efectivo por parte de los 
mandos militares o policiales. Estos elementos son: a. Que la conducta o las 
conductas punibles hayan sido cometidas dentro del área de responsabilidad 
asignada a la unidad bajo su mando según el nivel correspondiente y que tengan 
relación con actividades bajo su responsabilidad; b. Que el superior tenga la 
capacidad legal y material de emitir órdenes, de modificarlas o de hacerlas 
cumplir; c. Que el superior tenga la capacidad efectiva de desarrollar y ejecutar 
operaciones dentro del área donde se cometieron los hechos punibles, conforme 
al nivel de mando correspondiente; y d. Que el superior tenga la capacidad 
material y directa de tomar las medidas adecuadas para evitar o reprimir la 
conducta o las conductas punibles de sus subordinados, siempre y cuando haya 
de su parte conocimiento actual o actualizable de su comisión. 32 
 
Elementos que según el acto legislativo en mención sirven como herramienta para 
establecer si un superior tiene la capacidad de gobernar a sus subalternos, es 
decir el control efectivo sobre ellos, sin embargo la exigencia de que concurran 
                                                          





estos cuatro elementos formales y de facto, distorsiona la regulación internacional, 
debido a que bajo este criterio, no habría sido posible condenar a Mucic por las 
conductas atroces cometidas por sus subalternos en la prisión de Celebici, debido 
a que éste no tenía el mando ni la capacidad legal de dar órdenes formalmente 
hablando, sin embargo consideramos que su condena fue justa debido a que 
Mucic materialmente tenía la capacidad de evitar la comisión de estas atrocidades 
por parte de sus subalternos, toda vez que era de facto el Comandante, por lo que 
existía un control efectivo.33 
 
De lo anteriormente analizado se concluye sin lugar a dudas que la regulación de 
la Responsabilidad del Mando dentro de la reforma constitucional de la JEP, se 
aleja de lo prescrito por el Derecho Internacional, debido a que plantea una 
restricción a su alcance al imponer la concurrencia de requisitos formales y de 
facto dentro de la figura de RDM y la restringe aun más indicando que esta se 
aplica únicamente a superiores militares o policiales, evidenciándose claramente 
la intención de sustraer de esta responsabilidad a los Comandantes de las FARC, 
aun cuando el señor Rodrigo Londoño Echeverri alias “Timoleón Jiménez” firmó el 
acuerdo final34 bajo el cargo de Comandante del Estado Mayor Central de las 
FARC-EP. 
 
Siendo pertinente traer a colación lo prescrito en la mencionada sentencia de la 
Corte Constitucional Colombiana C 801-200935 que plantea la compatibilidad entre 
                                                          
33 Uprimny Rodrigo, Responsabilidad del mando y JEP: un debate complejo y polarizado. Pag.8 27 
de febrero de 2017, disponible en: http://lasillavacia.com/blogs/responsabilidad-del-mando-y-jep-
un-debate-complejo-y-polarizado-59906 
 
34 Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera , 
(en línea), disponible en: http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-
conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf 
 
35 Corte Constitucional, Sentencia C-801 DE 2009, M.P.: GABRIEL EDUARDO MENDOZA 




la Constitución Política Colombiana y el Articulo 28 del Estatuto de Roma que 
desarrolla el tema de la RDM en la Corte Penal Internacional, así:  
 
“En el artículo 28, que se ocupa, de una parte, de la responsabilidad 
de jefes militares, ya sea de un ejército regular o de un grupo armado 
irregular, por crímenes de competencia de la Corte Penal 
Internacional cometidos por fuerzas bajo su mando; y de otra, de 
extender la responsabilidad del comandante a superiores civiles 
respecto de crímenes cometidos por sus subordinados en las 
circunstancias establecidas en el Estatuto de Roma. En relación con 
el primer aspecto, la Corte no encontró objeción alguna, por cuanto la 
jurisprudencia constitucional ha desarrollado y aplicado la doctrina 
penal de la llamada “posición de garante” referida a la fuerza pública, 
concretamente, en la Sentencia SU-1184 de 2001. De acuerdo con 
dicha sentencia, en Colombia, “la responsabilidad del jefe o superior 
tiene cabida respecto del jefe militar, oficial o de facto”. Sin embargo, 
tratándose del segundo aspecto, por su intermedio se fija un sistema 
de responsabilidad especial, no previsto en el ordenamiento jurídico 
colombiano, en el sentido de que “los civiles que tengan subordinados 
bajo su autoridad o control efectivo también pueden ser hallados 
responsables por no ejercer un control apropiado de éstos en las 
condiciones establecidas en el literal b) del artículo 28 del Estatuto de 
Roma”. Dijo la Corte, entonces, que se trata, en este último caso, de 
un parámetro de responsabilidad diferente, que fue autorizado por el 
Acto Legislativo No. 02 de 2001 para los casos que lleguen al 
conocimiento de la Corte Penal Internacional.” 36 
 
Frente a esto Uprimny Rodrigo indicó “La RdM regulada en el artículo 28 del 
Estatuto de Roma es entonces plenamente aplicable en Colombia frente a mandos 
militares y policiales, pero no es aplicable frente a mandos civiles. De otro lado, es 
cierto que la sentencia C-290 de 2012, al citar las normas del estatuto de Roma 
que hacen parte del bloque de constitucionalidad, no incluyó el artículo 28 sobre 
RdM… Pero la Corte tampoco excluyó a ese artículo del bloque de 
constitucionalidad y precisó que la Corte iría determinando caso por caso qué 
“artículos del Estatuto de Roma, y para qué efectos, hacen parte del bloque de 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-801 DE 2009, M.P.: GABRIEL EDUARDO MENDOZA 
MARTELO, 26 de noviembre de 2009  
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constitucionalidad”.  Simplemente la Corte no ha tenido que estudiar aún una 
demanda o un caso que plantee el tema y por ello no ha analizado 
específicamente si ese artículo está o no incorporado en el bloque de 
constitucionalidad. Pero si uno sigue los criterios de la Corte, muy probablemente 
deberá incluir ese artículo 28 en el bloque de constitucionalidad pues el elemento 
central es que se trate de normas que protejan el DIH y los derechos humanos, y 
la RdM es un mecanismo creado por el DIH para evitar infracciones al DIH. Y por 
ello la RdM hace parte del DIH consuetudinario y está expresamente prevista en el 
artículo 86 del Protocolo I a los convenios de Ginebra. Hay pues argumentos muy 
sólidos para sostener que la RdM prevista en el artículo 28 del Estatuto de Roma 
hace parte del bloque de constitucionalidad”.37 
 
Así las cosas vemos en conclusión como la Justicia para la paz en el tema de 
RdM se distancia de los postulados dictados por el Derecho Internacional, 
desconociendo por un lado los compromisos internacionales que Colombia ha 
asumido internacionalmente (Jurisdicción de la Corte Penal Internacional) y por el 
otro afectando la  legitimidad del acuerdo de paz en el ámbito internacional y  
generando inseguridad jurídica para los miembros de la Fuerza Pública y de la 
guerrilla que allí sean juzgados.  
 
El sesgado desarrollo de la Responsabilidad del Mando que plantea la 
mencionada reforma constitucional genera per se un manto de impunidad, 
concepto establecido por la ONU en el Conjunto de principios para la protección y 
la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad; el 
cual pregona en el literal A del acápite de Definiciones: “IMPUNIDAD. Se entiende 
la inexistencia, de hecho, o de derecho, de responsabilidad penal por parte de los 
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 Conjunto de principios actualizado para la protección y la promoción de los derechos humanos 
mediante la lucha contra la impunidad. Anexo al informe de Diane Orentlicher. Comisión de 





autores de violaciones, así como de responsabilidad civil, administrativa o 
disciplinaria, porque escapan a toda investigación con miras a su inculpación, 
detención, procesamiento y, en caso de ser reconocidos culpables, condena a 
penas apropiadas, incluso a la indemnización del daño causado a sus víctimas”.38 
 
Por su parte respecto al tema de impunidad indica el Estatuto de Roma en su 
preámbulo: “que los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad 
internacional en su conjunto no deben quedar sin castigo y que, a tal fin, hay que 
adoptar medidas en el plano nacional e intensificar la cooperación internacional 
para asegurar que sean efectivamente sometidos a la acción de la 
justicia…Decididos a poner fin a la impunidad de los autores de esos crímenes y a 
contribuir así a la prevención de nuevos crímenes…Recordando que es deber de 
todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes 
internacionales”. A la vez que señala en el “artículo 17.A.a) Que el juicio ya haya 
estado o esté en marcha o que la decisión nacional haya sido adoptada con el 
propósito de sustraer a la persona de que se trate de su responsabilidad penal por 
crímenes de la competencia de la Corte, según lo dispuesto en el artículo 5”. 
 
Aunado a que el artículo 20 Numeral 3° Literal A del mismo Estatuto de Roma 
establece que cuando la sentencia nacional obedezca al propósito de sustraer al 
acusado de su responsabilidad Penal no da tránsito a cosa juzgada, en 
consecuencia, la Corte Penal Internacional podrá entrar a realizar las funciones de 
investigar, juzgar y sancionar que aquí estaría omitiendo el Estado Colombiano.  
 
Así pues, esta regulación de la RdM al alejarse de lo prescrito en el Derecho 
Internacional, deslegitima la JEP por tanto no permite una conclusión jurídica de 
los casos que allí sean juzgados, ni cumplir con los propósitos y objetivos para el 
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cual fue concebida, que es conseguir una paz duradera, pero con justicia y 
seguridad jurídica para los actores del conflicto, suscitando, al menos 
jurídicamente, una contraposición entre los títulos y fines del acuerdo con las 
FARC, en donde se establece los pilares de verdad, reparación y garantía de no 
repetición que hacen parte de lo que se concibe como justicia dentro de uno de los 
conflictos armados internos más extensos de la historia de América. 
 
4. RdM ¿VERDADERAMENTE NECESARIA PARA LOS MIEMBROS DE LAS 
FARC? 
 
Evidentemente la aplicación de la RdM para miembros de las FARC, ha sido tema 
de debate y controversia y aunque el eje principal del acuerdo de paz para la 
terminación del conflicto es justicia, verdad, reparación y no repetición, enfocado 
en las victimas, quienes fueron las que en mayor medida sufrieron las infamias de 
la guerra, el Estado Colombiano en el gobierno de Juan Manuel Santos Calderón 
enfocó parte de sus esfuerzos en el acuerdo de paz con los miembros de las 
FARC a como diera lugar, desviándose en cierta medida de su enfoque principal, 
las víctimas, sin embargo, ese no será tema de debate en el presente texto, el 
tema de estudio tiene como  propósito establecer si la denominada RdM es 
aplicable para los miembros de las FARC frente al acuerdo final para la 
terminación de conflicto armado en Colombia, la Jurisdicción Especial para la paz 
(JEP), el Estatuto de Roma y en general la legislación del Estado Colombiano, en 
donde  se permita concluir a la luz de la ley, los acontecimientos y antecedentes, 
cuál de los caminos es el que le corresponde al Estado Colombiano de cara a los 
tratados internaciones que hacen parte de bloque de constitucionalidad.  
 
Por otra parte, resulta relevante aclarar cómo se concibe a la RdM, y además, 
cómo esta es adoptado dentro de un bloque constitucional pese a no estar 
explícitamente plasmado por la Corte Constitucional, no obstante, tampoco 
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desechado, en relación claro está, al art 48 del Estatuto de Roma, entonces, frente 
a ello, es necesario comprender aspectos que puedan dar atisbos o razones 
jurídica, social y cognitivamente congruentes con la necesidad de establecer RdM 
para los altos mandos de las FARC en relación a los delitos, muchos de estos de 
lesa humanidad llevados a cabo durante su consolidación como grupo guerrillero, 
previo a su desmovilización, por supuesto, y que esto sea necesario desde 
posturas distintas pero que busque, de igual manera, un establecimiento de una 
paz estable y duradera. 
 
Desde el inicio del conflicto con las FARC, se registran solamente contando los 
civiles, carca de 7,6 millones de víctimas, que han tenido que soportar los agravios 
de un conflicto que no ha tenido compasión alguna con su dignidad humana, con 
hechos como desaparición forzada, violencia sexual, homicidio, reclutamiento 
forzado, desplazamiento entre otros, dejando así secuelas en la sociedad que 
corresponderán a un arduo trabajo por parte del estado y los victimarios para 
reparar dicho daño, el cual puede tener distintos tintes para generar un proceso de 
reparación a la dignidad de las victimas por los hechos que tuvieron que vivir y de 
los cuales, aun hoy día, reviven y afectan su desarrollo integral en una sociedad 
compleja.39 
 
Consideramos que es preciso conocer que para muchas victimas del conflicto, que 
son quienes ha sufrido directamente el conflicto, no solo por parte de los grupos 
ilegales, sino igualmente, como daño directo y colateral por las acciones de la 
fuerza pública colombiana, tienen la capacidad de decidir cuál es la forma más 
adecuada, desde su concepción de cómo ser reparadas, dado que son el objeto 
(sin cosificar) de reparación, pero que deben ser actores activos dentro del 
proceso mismo, a lo cual, en primera medida, deben concebirse ambas posturas 
claras, tanto como la que establece como necesaria o menester que se instaure la 
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RdM a los altos mandos de las FARC, pero que a su vez, también sean los 
mismos afectados por el conflicto quienes decidan cómo se debe llevar a cabo 
dichas condenas. 
 
Esto, en relación a que el perdón es claro anuncio de una paz estable y 
duradera, en el acto legislativo N.1 del 4 de abril de 2017, en su capitulo 2, articulo 
2, se establece que, a fin de lograr dichas metas como la verdad, no repetición y 
convivencia 40 estas tendrán una personería jurídica con autonomía administrativa, 
presupuestal, técnica sujeta a su régimen legal propio, ahora bien, esto es 
necesario en comprensión con los fines del acuerdo firmado con las FARC 
denominado acuerdo de paz, en uno de sus puntos, que si bien, este no tendría 
relación directa con la RdM, sí cuenta con un amplio espectro de posibilidades 
jurídicas que corresponderán a la ley estatutaria de la JEP que mediante su 
proceso de juzgamiento, buscará responder estas interrogantes de víctimas, 
victimarios y la sociedad colombiana en general. 
 
Con base en lo expuesto en la JEP y articulando con la Ley 1957 de 2017, articulo 
241, se establece que “El componente de justicia del Sistema Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y No Repetición - en adelante el SIVJRNR- se denomina 
Jurisdicción Especial podrá la Paz. Los objetivos del componente de justicia del 
SIVJRNR son satisfacer el derecho de las víctimas a la justicia, ofrecer verdad a la 
sociedad colombiana, proteger los derechos de las víctimas, contribuir al logro de 
una paz estable y duradera, y adoptar decisiones que otorguen plena seguridad 
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jurídica a quienes participaron de manera directa o indirecta en el conflicto armado 
interno, en especial respecto a hechos cometidos en el marco del mismo y durante 
este que supongan graves infracciones del Derecho Internacional Humanitario y 
graves violaciones de los Derechos Humanos” . 
 
En concordancia con lo anteriormente expresado, resulta necesario desglosar los 
apartados que corresponden a la justicia especial para la paz, pues desde 
reflexiones desde valores jurídicos, como lo menciona De Zan42 las leyes y lo que 
se considera amoral o moral corresponderá netamente a culturas, a la tendencia 
de realización del ser humano y a cómo este percibe el mundo, es decir, que la 
manera de observar y declarar justicia dependerá de la cosmovisión de cada 
persona en relación a lo que esta considera de acuerdo a su contexto, lo que es 
“bueno”, y es por ello, que desde un carácter axiológico, se pretende analizar de 
manera critica lo que corresponde como justicia a un sistema retributivo usado 
normalmente en Colombia, pero de poco carácter restaurativo, que así lo amerita 
la JEP, reconociendo aquella justicia restaurativa, como toda alternativa diferente 
a la misma privación de libertad establecida como condenas para cada delito en la 
legislación interna y fuera de los términos de sanción o condena que ayudan a 
generar lazos sociales, a reparar tejidos comunitarios y a por sí misma, incluir 
nuevamente en la vida civil aquellos que han generado conductas punibles, claro 
está, con límites de acuerdo al carácter, al grado de afectación y tipo de 
responsabilidad. 
 
Los valores jurídicos han contemplado unas bases claras, al menos en Europa 
que ha sido la igualdad y la libertad, que si bien nos remitimos a lo expuesto por el 
Estatuto de Roma, frente a la RdM, se encontrarán vulneraciones claras a la 
igualdad si se compara a cómo se esperan sean juzgados los miembros de la 
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fuerza pública y los ex miembros de las FARC EP43 a lo que se deberá sopesar 
necesidades, igualdad y viabilidad de cada una de las acciones que puedan 
tomarse en relación a dicha responsabilidad.  
 
En el mismo texto se menciona:  “Qué duda cabe que puede hablarse de valores 
positivos y negativos y de valores superiores e inferiores, sin necesidad de caer en 
dualismo alguno sino simplemente analizando la complejidad de lo real, que exige 
siempre matizaciones cromáticas y valoraciones distintas” en donde debe primar 
la necesidad de quienes no puedan acceder a la verdad y de lo ya pactado en un 
acuerdo frente a la necesidad de lo que pueda ser un valor negativo para los 
miembros de la fuerza pública, y lo que significa un avance en materia de 
reparación y fin de conflicto para ex miembros FARC. En un desplazamiento a lo 
pactado, que es un acuerdo, el cual pasó incluso por debates en el Congreso de la 
Republica para posteriormente ser sancionado presidencialmente, incluso en 
contraposición a un plebiscito que terminó con una victoria para quienes no 
estaban de acuerdo con él. 
 
Entonces, de acuerdo al punto 5 del acuerdo firmado en la Habana (Cuba),  en 
donde se busca la paz mediante verdad, perdón, no repetición con reparación a 
las víctimas, tenemos en contra posición el estado de naturaleza el cual se refiere 
a guerra, a conflicto en donde todos se ven afectados directa e indirectamente por 
la misma, y en donde predomina la anarquía y la no ley, reconociendo que parte 
de lo que conlleva a los hombres a hacer la paz en medio del conflicto no son los 
afectos por el enemigo, sino en mayor medida el temor a morir, tal cual lo 
menciona en algún momento, la guerra es un mal que debe ser erradicado desde 
los mismos Estados para asegurar los derechos a todos sus ciudadanos, esto en 
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función del contrato social en donde no se establece un territorio sin conflicto, sino 
un territorio en donde se amparen y se den validez a los derechos, como en este 
caso, en donde hay estipulado un acceso a la verdad, y beneficios por los mismos, 
claro está. 
 
Ahora bien, puede existir disparidad entre como se juzga la RdM entre miembros 
de la fuerza pública y los miembros del grupo guerrillero, sin embargo, recae una 
responsabilidad mayor en quienes tienen a su cargo la seguridad de los 
ciudadanos, siendo estos mayormente responsables por el cargo y el compromiso 
con la Nación, como por ejemplo, el caso Marruecos y Frente Polisario, quienes en 
un acuerdo de desarme, que se dio en tres etapas, se acordó la no condena y 
liberación de presos de estos grupos, a fin de garantizar posteriormente, 
participación política y un proceso de reinserción a la vida civil, teniendo éxito, esto 
para el año 199144, es decir, que existen antecedentes en donde quienes han 
tenido incursión bélica en el conflicto han podido resocializarse. En tal sentido al 
terminarse el conflicto, se debe tener en cuenta que ambas partes deben estar de 
acuerdo y acreditar dicho proceso , el cual deberá estar enfocado más que en la 
condena de los agresores que no hayan cometido delitos de lesa humanidad, en el 
restablecimiento de la paz y de derechos de los ciudadanos. 
 
Entonces, en una remisión clara a aspectos que menciona Uprimny, en donde 
expresa: “ al citar las normas del estatuto de Roma que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad, no incluyó el artículo 28 sobre RdM…” hay que tener en cuenta 
que no está enmarcado en la sentencia 801-2009 el numeral B del art 28 del 
estatuto de Roma, que si bien, contemplara esto, actualmente la RdM sí aplicaría 
efectivamente a lo que corresponden los mandos de fuerzas del Estado, pero no 
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civiles, conforme se pueda emitir conceptos o jurisprudencia a futuro que pueda 
aclarar, acertar, aseverar o erradicar dichas presunciones de factibilidad o 
ausencia del mismo. 
 
En concordancia con lo anteriormente expresado, es necesario rememorar que no 
es la primera vez en la cual el Estado Colombiano afronta un proceso de paz, 
terminación de conflicto o acuerdo con un grupo armado al margen de la ley para 
su desmovilización, en consecuencia, resulta relevante, citar la Ley 975 de 200545, 
también denominada “Ley de justicia y paz”46 la cual fue sancionada en el marco 
de la desmovilización de las AUC (Autodefensas unidas de Colombia), sirviendo 
como instrumento judicial para que miembros de este grupo armado participaran 
en la dejación de armas y por medio de su declaración libre confesaran aquellos 
actos cometidos en relación a violación de los derechos humanos. 
 
Un aporte relevante, la ley de justicia y paz estableció por primera vez en 
Colombia los derechos de verdad, justicia y reparación, de igual manera, permitió 
la creación de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación y 
posteriormente se originó el Centro Nacional de Memoria Histórica, el cual 
recopilaba los relatos y hechos de las víctimas.47 
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Sin embargo, una de las falencias fundamentales que tuvo la ley, fue el 
establecimiento de justicia individual para los victimarios y no colectiva, lo cual 
trajo consigo que gran cantidad de casos no fuesen abordados y judicializados 
debido al gran volumen de los mismos, aunque la ley, en su naturaleza resultaba 
beneficiosa desde cierto punto de vista, dado que el castigo seria privación de la 
libertad pero con reducción de años de pena, pero el problema radicó en que 
atender específicamente cada confesión individual le tardaría al aparato judicial 
demasiados años. Sin embargo es de resaltar que los subalternos de esta 
organización fueron destinatarios de estas penas reducidas, en cambio los 
cabecillas de las AUC como autores de graves crímenes de guerra, fueron 
sancionados con más dureza y muchos de ellos aun hoy se encuentran purgando 
penas privativas de la libertad en establecimientos carcelarios comunes, 
ponderando el derecho a la justicia que tienen las víctimas. Disminuyendo así la 
percepción de impunidad en el mencionado proceso. Contrario al actual ambiente 
que hoy reina en el ambiente nacional, donde los miembros del denominado 
partido FARC tienen curules en el congreso sin siquiera haber dicho la verdad a 
las víctimas, pero como hacerlo si tienen aspiraciones electorales, difícilmente un 
candidato confesaría a sus potenciales votantes los crímenes de guerra de los 
cuales fue autor. 
 
Hecha esta salvedad, se podría inferir en el caso del acuerdo final para la 
terminación del conflicto armado en Colombia, que para la construcción de una 
paz estable y duradera, no posee piedra angular en la judicialización de todos los 
miembros de las FARC como actores armados, pero sí para los máximos 
responsables de crímenes de lesa humanidad, refiriéndose con ello a los 
cabecillas del mencionado grupo guerrillero, así como también le corresponde  a 
los altos mandos de la Fuerza Pública y del Estado quienes tuvieron parte en 
dicho conflicto, quienes también generaron daños irreparables en la sociedad civil, 
tanto habitantes de la Colombia rural como la urbana; ya que no solo se basa en el 
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perdón, la verdad y no repetición como garantía para las víctimas, también se 
fundamenta en la justicia para todos los afectados. 
 
En efecto, obteniendo como referencia lo dicho en el acto legislativo N° 01 del 4 de 
abril de 2017, en su artículo transitorio 1°, expresando lo siguiente: “El Sistema 
Integral parte del principio de reconocimiento de las víctimas como ciudadanos 
con derechos; del reconocimiento de que debe existir verdad plena sobre lo 
ocurrido; del principio de reconocimiento de responsabilidad por parte de todos 
quienes participaron de manera directa o indirecta en el conflicto y se vieron 
involucrados de alguna manera en graves violaciones a los derechos humanos y 
graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario; del principio de 
satisfacción de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y 
la no repetición” , con una duración de más de cinco décadas. 
 
Es por ello, que sienta parte sus bases en la justicia transicional, como medio para 
el logro de la paz y creación de la comisión de la verdad, permitiendo de este 
modo que el proceso fuese más efectivo garantizando la paz estable y duradera y 
la no repetición de hechos violentos bajo los derechos de las víctimas a la justicia, 
verdad y reparación. 
 
Sin embargo la corte constitucional mediante sentencia C- 052 de 201248, expresa 
concepto sobre la justicia transicional y su fundamento “Puede entenderse por 
justicia transicional una institución jurídica a través de la cual se pretende integrar 
diversos esfuerzos, que aplican las sociedades para enfrentar las consecuencias 
de violaciones masivas y abusos generalizados o sistemáticos en materia de 
derechos humanos, sufridos en un conflicto, hacia una etapa constructiva de paz, 
respeto, reconciliación y consolidación de la democracia, situaciones de excepción 
frente a lo que resultaría de la aplicación de las instituciones penales corrientes”.  
                                                          
48
 Corte constitucional, sentencia C-052 de 2012, M.P, NILSON PINILLA PINILLA, 08 de febrero de 




Para dar entrada al concepto de justicia restaurativa, la cual es una justicia 
reparativa y no solo privativa, donde victimarios reconocen que cometieron un 
daño por medio de su delito, el cual debe repararse para poder subsanar en lo 
posible el daño ocasionado. En conformidad con esto, y el marco de la jurisdicción 
especial para la paz, su naturaleza, objetivo y el acuerdo final para la terminación 
del conflicto, su eje angular no se encuentra basado única y exclusivamente en las 
sanciones para los victimarios, sino en la restauración que se le pueda otorgar a 
las víctimas, el derecho de conocer la verdad de los hechos que acontecieron, 
ahora bien, si la justificación principal del acuerdo son las víctimas, por y para 
ellas, dicho aspecto es el cual debe tomar principal protagonismo por lo cual, la 
regulación de RdM resulta garante de dicho aspecto para que quienes sufrieron 
los horrores de la guerra no se vean re victimizados al ver a los autores de graves 
delitos de lesa humanidad, ostentando altos cargos del Estado sin haber reparado 
a una sola víctima, sin haber dicho la verdad y sin haber purgado un solo día de 
estas penas alternativas. Siendo preciso resaltar que según lo estipulado por el 
derecho internacional, para que exista RdM, deben existir tres instancias 
fundamentales:  
 
a) El superior, o jefe al mando debe poseer conocimiento de los hechos 
atroces que están realizado los subalternos. 
 
b) El superior posea un mando sobre sus subalternos que sea efectivo. 
 





Lo anterior, con base en la tesis de Uprimny49.  
 
Sin embargo en contraposición, la RdM  del acuerdo de paz plantea que:  
 
a) Los derechos de lesa humanidad o crimines de guerra hayan sido 
cometidos sobre aquellas zonas en que los superiores poseían mando y 
control. 
 
b) El superior este facultado para modificar y hacer cumplir órdenes. 
 
c) El superior posee la capacidad efectiva de accionar sobre las zonas en 
donde se cometieron los hechos atroces. 
 
d) el superior posea las facultades para reprimir todo acto atroz que se esté 
cometiendo o se haya cometido. 
 
Por lo cual, no se podría dar de una manera clara y justa, desconoce lo prescrito 
en el Estatuto de Roma, en Colombia solo aplicaría para la Fuerza Pública, pero 
en el contexto de la legislación Colombiana resulta viable esclarecer los hechos y 
según lo vivenciado por medio de La ley de justicia y paz, aplicar la RdM a los 
altos mandos de las FARC-EP, debido a que sobre todos y cada uno de los 
cabecillas ya se encuentran en firme condenas por la comisión de delitos de lesa 
humanidad, es decir que ya obró el aparato judicial en el esclarecimiento de la 
verdad, debido a que para llegar a una condena el juez aplica la ley con 
fundamento en hechos probados dentro de la etapa investigativa, que lo llevan a 
una convicción en grado de certeza. Condenas que actualmente se encuentran 
suspendidas de cara al acuerdo de paz, por lo que en la mayoría de los casos no 
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sería un proceso complejo, y no requeriría mayor desgaste del aparato judicial, 
posibilitando esclarecer los hechos de manera efectiva y eficaz, al igual, que sería 
proteger la paz y no alargar el proceso de justicia, verdad, reparación y no 
repetición, en donde en ultimas se verían beneficiadas las víctimas. Actualmente 
los máximos beneficiados con el acuerdo de paz son los cabecillas de las FARC y 
los miembros de las Fuerza Pública que se acogieron a la JEP, quienes habían 
sido condenados por graves infracciones al DIH y actualmente se encuentran 
libres.  
 
Dicho lo anterior la corte constitucional en sentencia C- 674 de 2017 expresó de 
respecto de relevancia de la RdM, lo siguiente: “ Y desde este punto de vista, la 
fórmula de la responsabilidad de mando del Estatuto de Roma no debe ser 
entendida como un tipo penal autónomo ni como una estructura rígida e 
inamovible que deba ser incorporada directamente en el derecho interno, sino 
como un deber de penalización que puede materializarse a través de las 
categorías que el constituyente o el legislador estime convenientes para enfrentar 
ese fenómeno específico”.50 
 
Fatou Bensouda, Fiscal de la Corte Penal internacional, manifiesta su postura 
sobre la responsabilidad de mando siendo implícita, pudiendo también apartarse 
del Derecho Internacional y “podría frustrar los esfuerzos de Colombia por cumplir 
sus obligaciones de investigar y juzgar los crímenes internacionales”51 
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A lo anterior manifestado por la señora Fiscal de la Corte Penal Internacional, 
cabe resaltar la intención del gobierno que suscribió el acuerdo de paz con las  
FARC por contrarrestar y/o disminuir los grupos insurgentes o al margen de la ley 
por vía ordinaria a fin de conseguir una sanción similar al daño ocasionado, pero, 
ante la imposibilidad de lograr ese cometido, el gobierno adopta la iniciativa de paz 
y verdad, protegiendo así la meta final del acuerdo para la terminación del conflicto 
armado, la cual es la construcción de una paz, estable y duradera, bajo garantías 
de derechos para las partes involucradas. Pero desconociendo el muy importante 
pilar de Justicia sobre el cual se sustenta la justicia restaurativa. 
  
De igual modo la Human Rights Watch (2017) aplaude el proceso de paz entre el 
gobierno Colombiano y las FARC, pero también manifiesta una grave 
preocupación en materia de justicia al encontrar falencias entres esas siendo esta 
unas de las más relevantes, dentro de la aplicación del acto legislativo 01 del 2017 
y la JEP consiguiendo una “definición injustificadamente rígida de responsabilidad 
de mando para miembros de las fuerzas armadas que podría impedir que altos 
mandos de la fuerza pública rindan cuentas por los crímenes cometidos por sus 
subalternos”52. Por lo que el acuerdo de paz no solo desconoce que los altos 
mandos de las FARC de cara a la RdM respondan por las graves infracciones al 
DIH cometidas por sus subalternos, también dificulta que esta figura se aplique 
para los miembros de las Fuerza Pública.  
5. LA RESPONSABILIDAD DEL MANDO, NECESARIA EN LA 
JURISDICCION ESPECIAL PARA LA PAZ 
 
La RdM como figura del Derecho Internacional Humanitario y del Estatuto de 
Roma, se encuentra contemplada desde hace varias décadas y su objetivo es 
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obligar a que los comandantes militares o superiores civiles respondan 
penalmente  por las infracciones al Derecho Internacional Humanitario y las graves 
violaciones a los Derechos Humanos cometidas por ellos o sus subalternos, 
buscando así que fundamentalmente se respete el derecho de la guerra y que se 
castigue severamente la responsabilidad por acción u omisión del alto mando por 
la comisión de crímenes de guerra. 
 
Por otra parte, la aplicación efectiva de la RdM en la JEP para agentes Estatales, 
miembros de la Fuerza Pública y miembros de las FARC garantizaría desde una 
instancia que la comisión de delitos de lesa humanidad en el marco del conflicto 
armado Colombiano no quedasen impunes y por otra instancia, le daría un 
sustento jurídico al proceso de paz de cara a la normatividad internacional, el cual 
ha sido fuertemente criticado en este aspecto desde sus inicios, hasta la entrega 
del acuerdo final para la terminación del conflicto armado en Colombia, toda vez 
que aun después de transcurrido el tiempo sigue teniendo múltiples 
cuestionamientos y conjeturas, las cuales necesitan ser atendidas.  
 
Consideramos bien cuestionable que la RdM se contemple en la JEP solo para 
miembros de la Fuerza Pública, sin desconocer que estos, también tuvieron 
responsabilidad durante el conflicto armado colombiano en violaciones a los 
DDHH  e infracciones al DIH. Pero el asunto en cuestión radica en que si esta está 
siendo aplicada para agentes estatales, de la misma manera debe ser aplicado 
para los miembros de las FARC quienes bajo su mando cometieron crimines de 
guerra, donde hubo acción y omisión por parte de estos, en efecto, la aplicabilidad 
de la RdM solo para agentes Estatales y no para miembros de las FARC pondría 
el acuerdo de paz en un marco de inequidad e injusticia, pues unos actores serían 
juzgados (agentes del Estado) y la otra parte no, en efecto, dejaría a la reflexión 
jurídica si verdaderamente será posible alcanzar la construcción de paz en un 
marco de inequidad, citando el concepto de paz referenciado por Rodríguez “es el 
proceso basado en la no-violencia, que pretende alcanzar la triple armonía del 
44 
 
hombre consigo mismo, con los demás y con la naturaleza, en orden, a convivir en 
una comunidad donde los conflictos se regulan por consenso”53. 
 
Con base en ello, resulta complejo concebir la paz en un marco de injusticia pues 
desde su definición conceptual, esto imposibilitaría la armonía, el orden de convivir 
en comunidad y los caminos no violentos para la regulación de conflictos basados 
en el consenso. Sin duda alguna, un camino para la no violencia y que los actores 
del conflicto contribuyan a esto, es que asuman su responsabilidad, 
consecuencias y contribuyan a la justicia, reparación y no repetición, es necesario 
que la ley tome las respectivas decisiones y su peso caiga sobre aquellos que 
tuvieron parte en la perpetuación de actos atroces mediante la comisión 
sistemática de delitos de lesa humanidad. Por otra parte, según Cerdas, la paz “se 
encamina a que el ser humano adquiera conciencia y reflexione acerca de la 
magnitud de sus violencias contra la vida humana y natural, contra las relaciones 
armoniosas y contra la dignidad del ser humano”54. 
 
En otras palabras, la paz, traza un camino para su alcance y según Cerdas, este, 
debe dirigirse a que las personas adquieran conciencia y reflexionen sobre las 
consecuencias que trae la violencia en la vida de las personas y afectaciones a su 
dignidad, pero dicha conciencia difícilmente podrá alcanzarse en un marco jurídico 
y constitucional en donde los verdaderos autores no están respondiendo por las 
consecuencias de sus actos, ignorando la magnitud del daño que sus acciones 
trajeron consigo para cada ciudadano Colombiano, para cada persona 
secuestrada, cada familiar de esta, para las mujeres abusadas sexualmente, para 
aquellos que perdieron partes de su cuerpo o su vida a causa de las minas anti 
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persona, para cada familiar cuyo ser querido desaparecido jamás volvió y se 
desconoce cuál fue su suerte.  
 
Resulta complejo concebir la paz sin un marco de justicia que garantice el peso de 
la ley sobre las mentes dirigentes de una guerra sin sentido que se permeó de 
miles de acciones lejos de sus supuestos objetivos, aquella que duró mas de 
sesenta daños, que dejo niños huérfanos, mujeres viudas, madres sin hijos y en 
general a un pueblo sin esperanza, resulta difícil concebir que los verdaderos 
responsables no estén siendo juzgados por aquellos actos que ellos y sus 
subalternos llevaron a cabo obedeciendo sus órdenes, para seguir en pie de lucha 
“ a favor del pueblo” que terminó trayéndoles mas daño que bien, que terminó con 
la vida de miles que murieron en una guerra que no les pertenecía y de otros 
tantos muertos en vida que se les dificultó seguir su camino sin su familia, con los 
recuerdos infame de un conflicto que no entendieron, con el estrés postraumático, 
la ansiedad y depresión que esta les causo. Es por ello, que se justifica 
completamente la aplicación de la RdM para los altos mandos de las FARC, la 
justicia busca que cada quien asuma las consecuencias de los daños ocasionados 
y ese necesario que los comandantes de las FARC asuman su responsabilidad en 
el escenario de la guerra. 
 
Según la ley 1957 del 06 de junio de 2019, estatuaria de La Administración De 
Justicia En La Jurisdicción Especial Para La Paz, en el Articulo 1 refiere que: “El 
Estado tiene el deber jurídico de garantizar y atender los derechos de las víctimas 
y con la misma intensidad, la obligación de prevenir nuevos hechos de violencia y 
alcanzar la paz en un conflicto armado por los medios que estén de su alcance".55 
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A partir de ello, se podría inferir que la JEP posee el deber jurídico de atender los 
derechos de las víctimas, uno de ellos, el acceso a la verdad y la justicia, las 
cuales se alcanzan en un marco normativo que les permita conocer a ciencia 
cierta qué fue lo que sucedió verdaderamente en el contexto de la guerra y 
además poder sentir la aplicación de la justicia sobre los autores de tales 
atrocidades, sin discriminar agentes del Estado como miembros de las FARC.  
 
Por otra parte, la misma ley en el artículo 67, refiere que: La responsabilidad de 
los mandos de las FARC-EP por los actos de sus subordinados deberá fundarse 
en el control efectivo de la respectiva conducta, en el conocimiento basado en la 
información a su disposición antes, durante y después de la realización de la 
respectiva conducta, así como en los medios a su alcance para prevenirla, y de 
haber ocurrido adoptar las decisiones correspondientes. La responsabilidad del 
mando no podrá fundarse exclusivamente en el rango o la jerarquía. Se entiende 
por control efectivo de la respectiva conducta, la posibilidad real que el superior 
tenía de haber ejercido un control apropiado sobre sus subalternos, en relación 
con la ejecución de la conducta delictiva, tal y como se establece en el derecho 
internacional”56. 
 
En otras palabras, la responsabilidad de mandos, deberá aplicarse para miembros 
de las FARC-EP siempre y cuando exista un control efectivo de que en las 
conductas y actos cometidos el superior tuviese a su alcance la posibilidad de 
haber ejercido control; es por ello que resulta necesario realizar la responsabilidad 
de mandos de una manera mas efectiva, garantizando la justicia y que se asuman 
las consecuencias de sus respectivas acciones así como los contempla la 
normatividad internacional y el estatuto de Roma, dentro del derecho a guerra, las 
sanciones y respectivas repercusiones que trae consigo los actos violentos que 
tengan contra la vida, integridad  y dignidad de los seres humanos. 







En primera medida es preciso indicar qué entendemos como paz  en el presente 
estudio, entendiendo esta, no como la ausencia absoluta de conflicto, dado que el 
conflicto, es inherente al ser humano57, sino como lo define Rapoport58, la paz es:  
“Tregua de guerra. Sosiego tras un litigio o desorden. Descanso tras cualquier 
conmoción. Quietud tras un motín o tumulto. Reconciliación de las diferencias. 
Situación de no hostilidad”.  
 
En el mismo sentido tenemos el concepto de paz definido por parte Random 
House Dictionary, como  “Condición normal de una nación, un grupo de naciones 
o del mundo, sin luchas. Acuerdo o tratado entre naciones, grupos, etc, en disputa 
o antagónicos para finalizar las hostilidades y abstenerse de futuras luchas o 
enfrentamientos”59. Para poder decir con base en lo anterior que la búsqueda de la 
paz por parte del Estado, además de buscar la extinción absoluta del foco de 
violencia producto del conflicto con un determinado grupo armado, también busca 
disminuir o menguar la intensidad de las hostilidades de cada conflicto que se 
presenta en el territorio nacional.  
 
Ahora bien dejando atrás el concepto de paz, en cuanto a las Rdm, podemos decir 
del análisis aquí hecho del Estatuto de Roma, la jurisprudencia internacional, la 
legislación del Estado Colombiano y los pronunciamientos de las altas cortes, que 
el Estatuto de Roma a nivel internacional es autónomo, pero le permite al 
legislador acoplar lo contenido en él a la normatividad, conforme a las 
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necesidades jurídicas y fácticas que se presenten al interior de los Estados, para  
que así, en primera instancia se garantice que mediante el procedimiento 
realizado por la JEP, se pueda acceder a la verdad y en segunda instancia, 
también permita a través de sus diferentes salas, como lo son, la de 
reconocimiento de verdad y responsabilidad, sala de amnistía e indulto, salas de 
definición de situaciones jurídicas y la unidad de investigación y acusación, 
desarrollar un debido proceso en materia de la construcción de paz, la verdad y la 
justicia. Sin embargo es preciso indicar también que corresponde a los Estados 
tener un trato diferenciado entre los altos mandos trátese de civiles, agentes del 
Estado y grupos irregulares que sean responsables de crímenes de guerra y los 
subalternos que estaban bajo su mando y control efectivo. 
 
Por lo cual, la implementación de la RdM para miembros de las FARC- EP tal cual 
fue establecida en el artículo 2860 del Estatuto de Roma donde indica la 
responsabilidad del superior militar y civil, desde la modalidad dolosa y culposa; 
implicaría optimizar el fin para el cual se creó la JEP, y no es más que el acceso a 
la verdad, justicia, reparación y garantía de no repetición. 
                                                          
60Responsabilidad de los jefes y otros superiores. Además de otras causales de responsabilidad 
penal de conformidad con el presente Estatuto por crímenes de la competencia de la Corte:  
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ii) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o 
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efectos de su investigación y enjuiciamiento.  
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indicase claramente que los subordinados estaban cometiendo esos crímenes o se proponían 
cometerlos;  
ii) Los crímenes guardaren relación con actividades bajo su responsabilidad y control efectivo; y  
iii) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o 
reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los 




Esta jurisdicción especial para la paz también tiene como objetivo el resarcimiento 
a las víctimas a través de la verdad, para el esclarecimiento de los hechos 
ocurridos durante el conflicto, si bien es cierto, de acuerdo con los requerimientos 
que establece el Estatuto de Roma para que exista RdM, en concordancia con las 
modificaciones que se realizaron para la inclusión de esta en la JEP y con los 
requisitos establecidos para el juzgamiento de altos mandos militares, los cuales 
presentan irregularidades, resultaría viable re formularlo para aplicarlo para los 
miembros de las FARC-EP tal cual está definido en el Estatuto de Roma, dado 
que gran parte del problema radica en lo planteado, ya que al tener a los 
victimarios accediendo a cargos de elección popular, podría manejarse un 
discurso electoral, el cual se identifica por buscar la empatía de los electores, lo 
que podría generan inconsistencias y discrepancias, obstaculizando, a fin de 
cuentas el acceso a la verdad,  
 
Frente a lo anterior Rodrigo Uprimny manifiesta la polarización sobre la RdM “La 
creciente polarización sobre la paz está erosionando aún más el debate y la 
convivencia democrática, debido al recurso a estigmatizaciones contra quienes 
defienden ciertas posiciones, como me ha sucedido por el debate sobre la llamada 
“responsabilidad del mando” (RdM).61 
 
Es aquí donde la implementación de la RdM para miembros de las FARC tal cual 
fue contemplado en el artículo 28 del Estatuto de Roma62, permitiría realmente el 
acceso a la verdad, debido a que los altos mandos de las FARC que hayan sido 
responsables de graves crímenes de guerra, acudirían a la Justicia Especial para 
la Paz, con el propósito de acogerse a incentivos en cuanto a rebaja de pena a 
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cambio de decir la verdad y reparar a las víctimas. Sin embargo, actualmente nos 
encontramos en un escenario con ausencia de mecanismos reales de garantía 
para el esclarecimiento de los hechos, imposibilitando el fin último de la paz. 
 
Conforme a lo anterior, podemos decir que la justica resulta imprescindible para el 
alcance  de una paz, estable y duradera, que proporcione seguridad jurídica para 
cada uno de los actores del conflicto, a través de la cual tengan la libertad de 
manifestar, contar o relatar lo acontecido durante la guerra, acogiéndose a la 
justicia restaurativa, donde a las víctimas se les garantizan el acceso a la verdad, 
justicia y reparación pero también y aún más importante, a la no repetición, 
aspecto que resulta fundamental por cuanto resultaría irónico e incoherente, 
realizar un exhaustivo proceso de paz,  con la instalación de una JEP y que en un 
futuro se presenten nuevos enfrentamientos, luchas y violaciones de los derechos 
humanos en contra de la sociedad civil.  
 
Sin embargo la verdad que está siendo contada por los miembros del ahora 
partido FARC, la cual busca réditos electorales, ha ganado aceptación en algunos 
sectores políticos quienes han dirigido sus esfuerzos para que socialmente sea 
aceptada como verdad por las victimas y la sociedad, incluso muchos de estos 
movimientos son colombianos privilegiados que nunca vivieron la guerra y jamás 
fueron víctimas del conflicto por múltiples factores, el lugar de la geografía donde 
han vivido, el nivel social, la edad que ostentan entre otros múltiples factores. 
Siendo preciso indicar que el conflicto colombiano se ha desarrollado en 
especiales circunstancias geográficas y temporales, dejando en la mayoría de los 
casos lejos de la guerra las grandes zonas urbanas, incluso en los tiempos en que 
esta fue más cruda. Irónicamente allí en las grandes zonas urbanas es donde 
reside el poder electoral, donde la voz del ciudadano tiene más eco y la de las 





El alcance de la paz se sustenta en los pilares de verdad, justicia, reparación y 
garantías de no repetición definidos y establecidos en las fuentes que conforman 
la llamada justicia transicional. Pilares que además cierran filas ante la impunidad 
para quienes fueron responsables de crímenes de lesa humanidad y graves 
crímenes de guerra, de lo contrario nos encontraríamos frente a una forma de 
revictimización, donde las victimas tengan que ver con impotencia a sus 
victimarios previo a cumplir con estas obligaciones, ostentando altos cargos 
políticos, disfrutando de su libertad sin ningún tipo de restricción y en algunos 
casos hasta gozando de privilegios reservados para las altas esferas de la 
sociedad. Lo que enquistaría aún más en las victimas y la sociedad las heridas 






















Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz 
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